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Bogotá, D.C.,   
 
Señores 
JUZGADO 28 ADMINISTRATIVO ORAL DE MEDELLÍN 
memorialesjamed@cendoj.ramajudicial.gov.co   
E.S.D. 
 
Ref.  Medio de control:  Reparación directa 

Radicado:   05001 33 33 028 2023 00294 00 
Demandantes:  Conitrans S.A.S 
Demandados:  Agencia Nacional de Infraestructura -ANI-,  

y otros 
 

Asunto: CONTESTACIÓN DEMANDA   
 
JOHANA GISSELLE VEGA ARENAS, identificada con la cédula de ciudadanía No. 
52.454.977 de Bogotá y Tarjeta Profesional No. 121.444 del Consejo Superior de la 
Judicatura, actuando como apoderada de la Agencia Nacional de Infraestructura, 
ANI, conforme poder que adjunto, mediante el presente escrito procedo a contestar 
la demanda en el proceso de la referencia en los siguientes términos.  

 
I. RESPECTO DE ESTA AGENCIA 

 
Se trata de la Agencia Nacional de Infraestructura, que es una Agencia Nacional 
Estatal de Naturaleza Especial perteneciente al sector descentralizado de la Rama 
Ejecutiva del Orden Nacional, con personería jurídica, patrimonio propio y 
autonomía administrativa, financiera y técnica, adscrita al Ministerio de Transporte, 
según reza el Decreto 4165 de 3 de noviembre de 2011. 
 
II. RESPECTO DE LA PRESENTACIÓN OPORTUNA DEL PRESENTE ESCRITO  
 
Sobre el particular es necesario precisar que esta Agencia recibió la notificación del 
auto admisorio de la demanda en el correo de notificaciones judiciales de la entidad 
buzonjudicial@ani.gov.co el 08 de septiembre de 2023. En el mencionado proveído 
se indicó que el término para contestar la demanda era de 30 días que comenzarían 
a correr al vencimiento del término de 2 días hábiles después de surtida la 
notificación personal realizada por el despacho judicial conforme lo establece el 
artículo 199 del CPACA, de allí que, el plazo en cuestión vencería el 25 de octubre 
del año en curso; sin embargo, el Consejo Superior de la Judicatura mediante 
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Acuerdo PCSJA23-12089, dispuso suspender los términos judiciales en el territorio 
nacional, a partir del 14 y hasta el 20 de septiembre de 2023, inclusive, salvo para 
las acciones de tutela, hábeas corpus y la función de control de garantías. En ese 
orden, al término inicialmente otorgado por el Despacho Judicial se le deben 
adicionar los cinco (5) días hábiles correspondientes a la mencionada suspensión y 
en consecuencia, el plazo para contestar oportunamente la demanda vencería el 01 
de noviembre del año en curso. En ese orden, este escrito de contestación se 
encuentra presentado oportunamente.   
 
 

III. RESPECTO DE LAS PRETENSIONES 
 
Desde ahora, señalo que me opongo a la prosperidad de todas y cada una de las 
pretensiones elevadas por la parte demandante, al considerar que las mismas 
carecen de fundamento jurídico, fáctico, técnico y probatorio que permita concluir 
que en el presente caso la Agencia Nacional de Infraestructura ha causado alguno 
de los perjuicios alegados, comoquiera que su actuación se ha desplegado de 
acuerdo con lo dispuesto en la Constitución Política y la Ley. Lo anterior, de 
conformidad con los argumentos y las excepciones que se propondrán a 
continuación. 
 
 

IV. RESPECTO DE LOS HECHOS 
 
Respuesta a los hechos denominados “antecedentes de hecho” contenidos 
en el numeral 4.1. 
 
Hechos 4.1.1. a 4.1.3. A esta Agencia no le constan las circunstancias descritas en 
estos hechos, por lo que deberán ser objeto de prueba dentro del proceso. 
 
Hecho 4.1.4. Es cierto, sin embargo, esta Agencia se atiene al contenido expreso 
del contrato de concesión. 
 
Hechos 4.1.5. Sobre el particular, esta Agencia aclara que, según lo informado por 
la Interventoría, los tramos referidos coinciden con la tabla 1 que se muestra a 
continuación:  
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Sin embargo, es importante precisar que el concesionario realiza actividades de 
operación y mantenimiento en los referidos tramos, pero se debe tener en cuenta 
que actualmente el contrato de concesión se encuentra en la etapa preoperativa, la 
cual a su vez está comprendida en dos fases que son la preconstrucción y la 
construcción, y actualmente se encuentra en la fase de construcción que inició con 
la firma del Acta de Inicio del 10 de mayo de 2018. 
 
Hechos 4.1.6. y 4.1.7. Para esta Agencia lo relatado en estos hechos es impreciso 
por lo que se atiene al contenido expreso de la normativa aplicable vigente para el 
servicio público de bomberos. 
 
Respuesta a los hechos denominados “constitutivos de las acciones y 
omisiones atribuibles a los demandados” contenidos en el numeral 4.2. 
 
Hechos 4.2.1. a 4.2.4 A esta Agencia no le consta lo afirmado en estos hechos 
respecto a las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrió el suceso, sin 
embargo, se resalta que la parte demandante acepta y confiesa que el vehículo 
presentó una falla mecánica que generó un incendio de gran magnitud de forma 
rápida e inmediata que ni siquiera fue posible controlar con el equipo de carretera 
(extintor) que llevaba el conductor. 
 
Hecho 4.2.5. Sobre el particular esta Agencia aclara que según lo informado por la 
interventoría quien realizó revisión del Anexo 4 del “Informe Gerencial Mensual” del 
concesionario correspondiente al mes de diciembre de 2022, evidenció que 
efectivamente el día miércoles 21 de diciembre de 2022 se registró el evento No. 
275 del mes, a la altura del PR64+450 RN6003, calzada única en carril derecho, el 
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cual fue registrado a las 17:27, la normalización de la vía se registró a las 18:28 y 
en el mismo intervino el carro taller y grúa pluma.  
 
Hechos 4.2.6. a 4.2.9. A esta Agencia no le consta lo relatado en estos hechos así 
que se atiene a lo debidamente probado en el proceso.  
 
Hecho 4.2.10. Sobre el particular esta Agencia aclara que la vía objeto del incidente 
se denomina Ruta Nacional 6003, y para el momento en que ocurrió el evento se 
encontraba en operación y mantenimiento por parte del concesionario dentro de la 
etapa preoperativa del proyecto de infraestructura vial denominado Pacifico 1. 
 
Hecho 4.2.11. Es cierto, sin embargo, esta Agencia se atiene al contenido expreso 
del contrato de concesión y aclara que la actual etapa del proyecto es preoperativa, 
y una vez el concesionario culmine las obras de la vía nueva en doble calzada, el 
proyecto entrará en su etapa de operación y mantenimiento, con las obligaciones 
que ello implica. 
 
Hecho 4.2.12. No es cierto. Al respecto esta Agencia aclara que se debe tener en 
cuenta que para las vías existentes aplica el nivel de servicio descrito en la Tabla 1 
del Apéndice Técnico 2, así: 
 

“INDICADOR O5: “TIEMPO DE ATENCIÓN DE ACCIDENTES Y EMERGENCIAS” 
Unidad de Medición: Eventos atendidos 

 
Método de Medida: El Concesionario y/o la Interventoría cronometrarán y registrarán 
en el SICC, el tiempo transcurrido desde el momento de conocer el evento hasta el 
momento en que se presenten todo el equipo personal y vehicular necesario para 
atender dicho evento. 

 
Accidente: Acontecimiento no deseado ni planeado que trae como consecuencia un 
daño a las personas (lesión, invalidez o muerte), equipos o instalaciones. 

 
En caso de accidente deberá presentarse en el lugar del incidente al menos dos (2) 
personas del Concesionario en un vehículo de la concesionaria que tenga luces de 
emergencia superiores y todo el material necesario para señalizar el incidente y 
cumplir con el tiempo de despeje.  

 
Tiempo de respuesta de Señalización: 30 minutos 
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Además, al menos una ambulancia con material de primeros auxilios adecuado al 
suceso. Si el accidente implica varios heridos o nivel de gravedad que no pueden 
atenderse en una sola ambulancia deberán presentarse tantos vehículos de auxilio 
como se requieran tanto por la gravedad o número de heridos como para cumplir 
con el tiempo de despeje. 

 
Tiempo de respuesta de ambulancia: 30 minutos 

 
Tiempo de llegada de grúa y demás equipo: 1 hora 

 
Nivel de servicio esperado: En todos los casos deben cumplirse los tiempos 
máximos establecidos para llegada al sitio del accidente, señalización, despeje y 
llegada de ambulancia.  

 
El incumplimiento de cualquiera de estos tiempos generará la multa prevista en la 

Sección 6.1 (k) de la Parte Especial” 
 
Hecho 4.2.13. Es impreciso. Sobre el particular esta Agencia aclara que la 
transcripción hace referencia a la Etapa de Operación y Mantenimiento para la 
operación de túneles, conforme al numeral “3.3.12 Especificaciones para la 
Operación de Túneles”.  
 
Hecho 4.2.14. Esta Agencia se atiene al contenido expreso del contrato de 
concesión, sin embargo, es necesario precisar que las obligaciones en materia de 
operación y mantenimiento son distintas para la infraestructura nueva y existente. 
Se reitera que para la vía existente aplica el Apéndice Técnico 2 y para la 
infraestructura nueva aplica el Apéndice Técnico 4, en cuanto a nivel de servicio 
esperado. 
 
Hechos 4.2.15. a 4.2.18. Estos no son hechos sino apreciaciones subjetivas de la 

parte demandante que no tienen soporte probatorio alguno. En relación con la 

responsabilidad extracontractual del Estado, es necesario precisar que se sujeta en 

concreto a la demostración del daño y la imputación de éste al Estado a través de 

un título de imputación como puede ser el de falla en el servicio. Sin embargo, es 

obligatorio acreditar que el servicio funcionó mal, no funcionó o fue inoportuno y que 

por una de estas circunstancias se produjo el daño, de ahí que no pueda alegarse 

cualquier falta u omisión, sino aquella que haya sido determinante para la 

producción del daño.  



   
 
 
 
 
 
 

 Para  contestar   cite: 
Radicado ANI No.: CCRAD_S 

CBRAD_S 
  Fecha: CCF_RAD_S 
 

 

Página | 6  
 

________________________________________________________________________ 

Agencia Nacional de Infraestructura 

Dirección: Calle 24A # 59 - 42, Bogotá D.C., Colombia 

Conmutador: (+57) 601 484 88 60  

Línea Gratuita: (+57) 01 8000 410151 

En esta medida, corresponde a la parte actora determinar y probar la falla 
administrativa alegada, comprobando una omisión o un actuar negligente de la 
Administración Pública, circunstancia que en el presente caso no ocurre.  
 
Hechos 4.2.19. En cuanto a los perjuicios solicitados, esta Agencia considera que 
deben ser acreditados y probados conforme lo establece la jurisprudencia de lo 
contencioso administrativo, sin embargo, es preciso resaltar que conforme lo 
allegado como prueba, esta solicitud no tiene soporte alguno comoquiera que no se 
acreditó la propiedad del vehículo del cual deviene el pago del daño emergente y 
en cuanto al lucro cesante no existe soporte financiero ni contable que respalde las 
sumas solicitadas.  
 
Respuesta a los hechos denominados “constitutivos de la relación de 
causalidad” contenidos en el numeral 4.3. 
 
Hecho 4.3.1. y 4.3.2. En cuanto a las supuestas omisiones y acciones que dice la 
parte demandante son imputables a esta Agencia, es importante precisar que la 
cláusula general responsabilidad del Estado contenida en el artículo 90 
constitucional es clara en determinar que se requiere la prueba de dos elementos: 
el daño y la imputación, esto es, establecer el vínculo existente entre el daño 
antijurídico y el comportamiento de la entidad demandada con la diligencia y 
acuciosidad probatoria que se le impone al demandante. 
 
En consecuencia, la responsabilidad estatal se sujeta en concreto a la demostración 
del daño y la imputación de éste al Estado a través de un título de imputación como 
puede ser el de falla en el servicio. Sin embargo, es obligatorio acreditar que el 
servicio funcionó mal, no funcionó o fue inoportuno y que por una de estas 
circunstancias se produjo el daño, de ahí que no pueda alegarse cualquier falta u 
omisión, sino aquella que haya sido determinante para la producción del daño. 
 
Esta Agencia considera que conforme los hechos narrados en la demanda y el 
material probatorio que supuestamente respalda las pretensiones, no está 
demostrada la imputación del supuesto daño antijurídico en cabeza de esta entidad, 
en atención a que la supuesta falta de atención oportuna al incendio no se relaciona 
en absoluto con las funciones de la ANI ni con la administración del contrato de 
concesión del proyecto de infraestructura vial donde ocurrieron los hechos.  
 
Se reitera que la parte demandante acepta que el incendio fue de gran magnitud 
desde el inicio debido a una falla mecánica del vehículo que evidentemente no es 
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imputable al Estado pues sería absurdo que la Administración tuviera que responder 
por la actuaciones imprudentes y negligentes de los ciudadanos quienes como 
conductores, tienen la carga de mantener los automotores en buen estado de 
mantenimiento para garantizar la seguridad tanto del conductor como de los demás 
usuarios de la vía.  

 
 

V. CONSIDERACIONES PREVIAS 
 
Previo a cualquier análisis, es preciso que el Despacho conozca algunos 
antecedentes de utilidad para resolver la Litis puesta a su consideración.  
 

1. Respecto de la Agencia Nacional de Infraestructura, antes INCO. 
 
Según reza el Decreto 4165 de 2011, por medio del cual el Gobierno Nacional 
cambió la naturaleza jurídica, cambió de denominación y fijó otras disposiciones del 
Instituto Nacional de Concesiones –INCO, la Agencia Nacional de Infraestructura es 
una Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial, del sector descentralizado de 
la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, con personería jurídica, patrimonio propio y 
autonomía administrativa, financiera y técnica, adscrita al Ministerio de Transporte 
y su objeto y funciones generales fueron definidas en los siguientes términos: 
 

“ARTÍCULO 3o. OBJETO. Como consecuencia del cambio de naturaleza, la 
Agencia Nacional de Infraestructura, tendrá por objeto planear, coordinar, 
estructurar, contratar, ejecutar, administrar y evaluar proyectos de 
concesiones y otras formas de Asociación Público Privada (APP), para el 
diseño, construcción, mantenimiento, operación, administración y/o 
explotación de la infraestructura pública de transporte en todos sus modos y 
de los servicios conexos o relacionados y el desarrollo de proyectos de asociación 
público privada para otro tipo de infraestructura pública cuando así lo determine 
expresamente el Gobierno Nacional respecto de infraestructuras semejantes a las 
enunciadas en este artículo, dentro del respeto a las normas que regulan la 
distribución de funciones y competencias y su asignación. 
 
ARTÍCULO 4o. FUNCIONES GENERALES. Como consecuencia del cambio de 
naturaleza, son funciones generales de la Agencia Nacional de Infraestructura: 
 
1. Identificar, evaluar la viabilidad y proponer iniciativas de concesión u otras 
formas de Asociación Público Privada para el desarrollo de la infraestructura de 
transporte y de los servicios conexos o relacionados. 
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2. Planear y elaborar la estructuración, contratación y ejecución de los 
proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público-Privada para el 
diseño, construcción, mantenimiento, operación, administración y/o explotación de 
la infraestructura pública y de los servicios conexos o relacionados, que hayan sido 
previamente identificados por el Ministerio de Transporte o asignados por el 
Gobierno Nacional. 
 
3. Crear y administrar un banco de proyectos de infraestructura de transporte 
que sean susceptibles de desarrollarse mediante concesión u otras formas de 
Asociación Público-Privada. 
 
4. Definir metodologías y procedimientos en las etapas de planeación, 
preadjudicación, adjudicación, postadjudicación y evaluación de proyectos de 
concesión u otras formas de Asociación Público-Privada a su cargo. 
 
5. Elaborar los estudios para definir los peajes, tasas, tarifas, contribución de 
valorización y otras modalidades de retribución por el diseño, construcción, 
operación, explotación, mantenimiento o rehabilitación de la infraestructura 
relacionada con los proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público-
Privada a su cargo. 
 
6. Elaborar los estudios y adelantar las acciones necesarias para recopilar la 
información de carácter predial, ambiental y social requerida para una efectiva 
estructuración y gestión de los proyectos de concesión u otras formas de Asociación 
Público-Privada a su cargo. 
 
7. Identificar y proponer, como resultado del análisis de viabilidad técnica, 
económica, financiera y legal, las modificaciones requeridas a los proyectos de 
concesión u otras formas de Asociación Público-Privada a su cargo, con la finalidad 
de asegurar condiciones apropiadas para el desarrollo de los mismos (…)  
 
8. Realizar directa o indirectamente la estructuración técnica, legal y financiera de 
los proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público-Privada a su cargo, 
con base en los lineamientos y políticas fijadas por las entidades encargadas de la 
planeación del sector transporte y por el Consejo Nacional de Política Económica y 
Social, (Conpes). 
 
9. Coordinar y gestionar, directa o indirectamente, la obtención de licencias y 
permisos, la negociación y la adquisición de predios y la realización de las acciones 
requeridas en el desarrollo de los proyectos de concesión u otras formas de 
Asociación Público-Privada a su cargo. 
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10. Adelantar los procesos de expropiación administrativa o instaurar las acciones 
judiciales para la expropiación, cuando no sea posible la enajenación voluntaria de 
los inmuebles requeridos para la ejecución de los proyectos a su cargo. 
 
11. Identificar, analizar y valorar los riesgos de los proyectos de concesión u otras 
formas de Asociación Público-Privada a su cargo e incorporar en todos los contratos 
de concesión y sus modificaciones las reglas de distribución de riesgos de forma 
que sea explícita la asunción de riesgos de cada una de las partes. 
 
12. Evaluar y hacer seguimiento a los riesgos contractuales e institucionales y 
proponer e implementar medidas para su manejo y mitigación. 
 
13. Controlar la evolución de las variables relacionadas con las garantías otorgadas 
por la Nación durante la vigencia de los contratos de concesión u otras formas de 
Asociación Público Privada a cargo de la entidad, y calcular y actualizar los pasivos 
contingentes, si hubiere lugar a ello, para cubrir dichas garantías, de acuerdo con 
las normas legales vigentes y los lineamientos impartidos por el Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público. 
 
14. Coordinar con el Instituto Nacional de Vías (Invías) y la Unidad Administrativa 
Especial de la Aeronáutica Civil (Aerocivil) la entrega y recibo de las áreas y/o la 
infraestructura de transporte asociadas a los proyectos de concesión u otras formas 
de Asociación Público Privada a su cargo. 
 
15. Ejercer las potestades y realizar las acciones y actividades necesarias para 
garantizar la oportuna e idónea ejecución de los contratos a su cargo y para proteger 
el interés público, de conformidad con la ley. 
 
16. Supervisar, evaluar y controlar el cumplimiento de la normatividad técnica en los 
proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público-Privada a su cargo, 
de acuerdo con las condiciones contractuales. 
 
17. Realizar la medición y/o seguimiento de las variables requeridas en cada 
proyecto para verificar el cumplimiento de los niveles de servicio y demás 
obligaciones establecidas en los contratos de concesión u otras formas de 
Asociación Público-Privada a su cargo. 
 
18. Asesorar a las entidades descentralizadas, territorialmente o por servicios y a 
las entidades nacionales, en la estructuración técnica, legal y financiera de 
proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público-Privada, para lo cual 
se suscribirán los convenios y contratos que sean necesarios. 
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19. Administrar y operar de forma temporal la infraestructura ferroviaria nacional 
cuando por razones de optimización del servicio esta haya sido desafectada de un 
contrato de concesión y hasta tanto se entregue a un nuevo concesionario o se 
disponga su entrega definitiva al Instituto Nacional de Vías (Invías). 
 
20. Adelantar con organismos internacionales o nacionales, de carácter público o 
privado, gestiones, acuerdos o contratos para el desarrollo de actividades 
relacionadas con su objeto, tales como la realización de estudios o la estructuración 
de proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público-Privada o la 
prestación de servicios de consultoría. 
 
21. Las demás funciones que se le asignen de conformidad con lo establecido en la 
ley.” (Subrayado y negrilla fuera de texto). 

 

Como se observa, las funciones de la Agencia Nacional de Infraestructura se limitan 
a la administración de los contratos de concesión mediante los cuales el 
concesionario obtiene una remuneración por la materialización de unos proyectos 
de infraestructura, siendo este último el ejecutor directo de tales proyectos viales. 
 
Las labores que desarrolla la Agencia Nacional de Infraestructura frente a cada 
corredor vial se determinan específicamente con las funciones asignadas 
normativamente, así fue establecido en el contrato de concesión que constituye ley 
para las partes y que genera obligaciones exclusivas a cargo del particular. 
  

2. Respecto del Contrato Estatal de Concesión 
 
En términos económicos, una concesión es el otorgamiento temporal del derecho 
de explotación A SU PROPIA CUENTA Y RIESGO de unos bienes y servicios 
públicos por parte del Estado a un particular o privado, con el fin de ejecutar una 
obra o prestar un servicio, con cargo a su patrimonio los costos de una obra o 
servicio que el concesionario preste al concedente. 
 
De acuerdo con el numeral 4º del artículo 32 de la Ley 80 de 1993, los contratos de 
concesión son: 
 

“los que celebran las entidades estatales con el objeto de otorgar a una persona 
llamada concesionario la prestación, operación, explotación, organización o gestión, 
total o parcial, de un servicio público, o la construcción, explotación o conservación 
total o parcial, de una obra o bien destinados al servicio o uso público, así como 
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todas aquellas actividades necesarias para la adecuada prestación o 
funcionamiento de la obra o servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo 
la vigilancia y control de la entidad concedente, a cambio de una remuneración que 
puede constituirse en derechos, tarifas, tasas, valorización, o en la participación que 
se le otorgue en la explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual 
y, en general, en cualquier otra modalidad de contratación que las partes acuerden”. 

 
Esta particularidad tiene connotaciones trascendentales en lo referente a la 
responsabilidad que puede generarse en desarrollo de este contrato público y en 
las obligaciones que se generan con su suscripción, ya que la distribución del riesgo, 
es muy diferente al común de los contratos, especialmente a los contratos de obra, 
pues en virtud de la naturaleza de las concesiones, el concesionario tiene plena 
autonomía en su ejecución y operación, por lo que en el presente caso se debe 
evaluar en debida forma el contrato de concesión y la asunción de riesgos y 
responsabilidades que atañen a este negocio estatal; además es importante resaltar 
que no puede ser evaluado como los demás contratos para tratar de asignar 
indiscriminadamente la responsabilidad de la administración.  
 
También se caracteriza por que la remuneración del concesionario usualmente se 
obtiene a partir de la explotación de la obra1, mediante el cobro de peajes y/o 
contribución por valorización a los usuarios o beneficiarios de esta. En el caso de 
los peajes, la autorización de cobro se extiende regularmente hasta que el 
contratista concesionario recupere la inversión y obtenga la remuneración en los 
términos pactados. Es de acuerdo con este criterio con que se fija entonces el plazo 
del contrato.2 En suma, la remuneración del concesionario es regularmente fruto de 
la explotación de la obra y de los servicios derivados de ella. 
 
Así mismo, la Ley 105 de 1993 “por la cual se dictan disposiciones básicas sobre el 
transporte, se redistribuyen competencias y recursos entre la Nación y las Entidades 
Territoriales, se reglamenta la planeación en el sector transporte y se dictan otras 
disposiciones” regula específicamente el contrato de concesión de obra de 

 
1 FERNÁNDEZ ROMERO, Francisco José y LÓPEZ JIMÉNEZ, Jesús. El contrato de concesión de 
obras públicas. En “Reflexiones sobre el contrato de concesión de obra pública”. Sevilla: Ed. 
Hispalex, 2005. P. 29. 
2 En este punto radica la principal diferencia del contrato de concesión de obra pública con el contrato 
de obra: mientras en el primero usualmente la remuneración es pagada por los usuarios de la obra 
por medio de peajes o contribución por valorización, en el contrato de obra la entidad contratante 
paga un precio con cargo a sus propios recursos. Sin embargo, esta no es una diferencia estructural 
sino de la práctica, pues la ley 80 permite otros tipos de remuneración en el contrato de concesión. 
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infraestructura de transporte. En efecto, el artículo 30 de la mencionada ley 
dispone:  
  

“ARTÍCULO 30. DEL CONTRATO DE CONCESIÓN. La Nación, los 
Departamentos, los Distritos y los Municipios, en sus respectivos 
perímetros, podrán en forma individual o combinada o a través de sus 
entidades descentralizadas del sector de transporte, otorgar concesiones 
a particulares para la construcción, rehabilitación y conservación de 
proyectos de infraestructura vial.   
Para la recuperación de la inversión, la Nación, los Departamentos, los 
Distritos y los Municipios podrán establecer peajes y/o valorización. El 
procedimiento para causar y distribuir la valorización, y la fijación de 
peajes se regula para las normas sobre la materia. La fórmula para la 
recuperación de la inversión quedará establecida en el contrato y será de 
obligatorio cumplimiento para las partes.   
La variación de estas reglas sin el consentimiento 
del concesionario, implicará responsabilidad civil para la Entidad quien a 
su vez, podrá repetir contra el funcionario responsable.   
En los contratos que por concesión celebre el Instituto Nacional de Vías, 
se podrán incluir los accesos viales que hacen parte de la infraestructura 
Distrital o Municipal de transporte.   
PARÁGRAFO 1o. Los Municipios, los Departamentos, los Distritos y la 
Nación podrán aportar partidas presupuestales para proyectos de 
infraestructura en los cuales de acuerdo con los estudios, los 
concesionarios no puedan recuperar su inversión en el tiempo esperado.   
PARÁGRAFO 2o. Los contratos a que se refiere en inciso 2o. del artículo 
81 de la Ley 80 de 1993, que a partir de la promulgación de esa Ley se 
celebren, se sujetarán en su formación a lo dispuesto en la misma. Sin 
embargo, estos no estarán sujetos a lo previsto en el numeral 4o. del 
artículo 44 y el inciso 2o. del artículo 45 de la citada Ley. En el Pliego de 
Condiciones se señalarán los criterios de adjudicación.  
PARÁGRAFO 3o. Bajo el esquema de Concesión, los ingresos que 
produzca la obra dada en concesión, serán asignados en su totalidad al 
concesionario privado, hasta tanto éste obtenga dentro del plazo 
estipulado en el contrato de concesión, el retomo al capital invertido. El 
Estado recuperará su inversión con los ingresos provenientes de la 
operación una vez culminado el período de concesión.”  

  
De lo expuesto se concluye que el contrato de concesión tiene ciertas 
particularidades trascendentales en lo referente a la responsabilidad que puede 
generarse en desarrollo de este contrato público y en las obligaciones que se 
generan con su suscripción, ya que la distribución del riesgo es muy diferente al 
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común de los contratos, especialmente a los contratos de obra, pues en virtud de la 
naturaleza de las concesiones, el concesionario tiene plena autonomía en su 
ejecución y operación.  
 
Adicionalmente a lo expuesto, en virtud de la Ley 1508 de 2012, en la actualidad 
encontramos los CONTRATOS de ASOCIACIÓN PÚBLICO – PRIVADA (APP) 
definidos como “todos aquellos contratos en los cuales las entidades estatales 
decidan hacer uso de los instrumentos establecidos en la presente ley, mediante los 
cuales encargan a un inversionista privado el diseño y construcción de una 
infraestructura y sus servicios asociados, o su construcción, reparación, 
mejoramiento o equipamiento, actividades todas estas que deberán involucrar la 
operación y mantenimiento de dicha infraestructura”. 
 
Con la expedición de la Ley 1508 de 2012, se incorporan cambios importantes para 
el desarrollo de la infraestructura, toda vez que las retribuciones con recursos del 
Estado se condicionan a la disponibilidad, al nivel de servicio y a los estándares de 
calidad fijados en el contrato. En este sentido, el socio privado deberá financiar la 
construcción de la infraestructura, hasta tanto se culmine cada una de las unidades 
funcionales en las que se divide el proyecto. Lo anterior, busca alinear incentivos 
para que el privado construya rápidamente y en esta medida tenga el derecho de 
percibir su retribución.3 
 
Así se estableció en la mencionada ley mediante la cual se reglamentó el régimen 
jurídico de las Asociaciones Público Privadas y que en su artículo 3 indicó lo 
siguiente:  
 

“La presente ley es aplicable a todos aquellos contratos en los cuales las entidades 
estatales encarguen a un inversionista privado el diseño y construcción de una 
infraestructura y sus servicios asociados, o su construcción, reparación, 
mejoramiento o equipamiento, actividades todas estas que deberán involucrar la 
operación y mantenimiento de dicha infraestructura. 
También podrán versar sobre infraestructura para la prestación de servicios 
públicos. 
En estos contratos se retribuirá la actividad con el derecho a la explotación 
económica de esa infraestructura o servicio, en las condiciones que se pacte, por el 
tiempo que se acuerde, con aportes del Estado cuando la naturaleza del proyecto lo 
requiera. 

 
3 Conpes 3760 de 2013 
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Los procesos de selección y las reglas para la celebración y ejecución de los 
contratos que incluyan esquemas de Asociación Público Privada se regirán por lo 
dispuesto en la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007, salvo en las materias 
particularmente reguladas en la presente ley.” 

 
En cuanto a las Unidades Funcionales es necesario aclarar que los proyectos de 
cuarta generación de concesiones viales en Colombia está dividido por “Unidades 
Funcionales” las cuales se refieren a cada una de las divisiones del proyecto y 
corresponden –cada una– a un conjunto de estructuras de ingeniería e instalaciones 
indispensables para la prestación de servicios con independencia funcional 
permitiendo funcionar y operar de forma individual cumplimiento con lo establecido 
en el apéndice técnico del contrato.4 
 
En otras palabras, son las divisiones que se hacen del proyecto y que para definirlas 
se tienen en cuenta diversos factores como la ubicación geográfica, la longitud de 
la vía, el tipo de intervenciones que se deben realizar -construcción, mantenimiento 
o rehabilitación- y el alcance que cada unidad funcional tendrá relación con el 
impacto a la población que colinda con el proyecto. 
 

3. Respecto del contrato de concesión 007 de 2014. 
 
Para el desarrollo del proyecto vial Pacífico 1, la Agencia Nacional de Infraestructura 
dio apertura al proceso licitatorio No. VJ-VE-IP-LP-007-2013 mediante la 
Resolución No. 1184 del 29 de octubre de 2013, con el fin de seleccionar la oferta 
más favorable para la adjudicación de un contrato de concesión, bajo el esquema 
de Asociación Público Privada (APP), cuyo objeto consistía en adelantar los 
estudios y diseños definitivos, financiación, gestión ambiental, predial y social, 
construcción, mejoramiento, rehabilitación, operación, mantenimiento y reversión de 
la Concesión Autopista Conexión Pacífico 1, del proyecto denominado “Autopistas 
para la Prosperidad”, de acuerdo con el Apéndice Técnico 1. 
 
Mediante Resolución No.739 del 3 de junio de 2014, se adjudicó la aludida licitación 
pública No. VJ-VE-IP-LP-007-2013 al oferente ESTRUCTURA PLURAL 
AUTOPISTA CONEXIÓN PACÍFICO 1, conformada por ESTUDIOS Y 
PROYECTOS DEL SOL S.A.S. -EPISOL- e TRIDIUM COLOMBIA CONCESIONES 
VIARIAS S.A.S. 

 
4 Ver definición de “Unidad Funcional” en el acápite de definiciones de la parte general del Contrato 
de Concesión que se adjunta como prueba  
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El 15 de septiembre de 2014, la Agencia y el concesionario suscribieron el contrato 
de concesión No. 007 de 2014 (en adelante el “Contrato de Concesión” o el 
“Contrato”), con el objeto del “otorgamiento de una concesión para que de 
conformidad con lo previsto en este Contrato, el Concesionario, por su cuenta y 
riesgo, lleve a cabo el Proyecto. El alcance físico del Proyecto se describe en la 
Parte Especial y en el Apéndice Técnico 1”.  
 
El alcance del proyecto de conformidad con la parte especial del contrato es: “los 
estudios y diseños definitivos, financiación, gestión ambiental, predial y social, 
construcción, mejoramiento, rehabilitación, operación, mantenimiento y reversión de 
la Concesión Autopista Conexión Pacífico 1, del proyecto “Autopistas para la 
Prosperidad”, de acuerdo con el Apéndice Técnico 1 y demás Apéndices del 
Contrato”. 
 
Con relación a las obligaciones de construcción, mantenimiento y señalización, el 
contrato establece: 
 

Obligación Estipulado en el Contrato 

Construcción y 
mantenimiento 

 
En la sección “2.2 Vías existentes comprendidas en el Proyecto” del Apéndice Técnico 1 del 
Contrato (Alcance del Proyecto), se establece las vías existentes que estan incluidas en el 
Contrato, donde el PR 59+110, RN 6003, se encuentra dentro del segmnento vial Bolombolo (PR 
48+000) – Camilo Ce (PR 82+000, RN 6003), que se encuentra en Operación y Mantenimiento por 
parte del Concesionario desde la suscripción del Acta de Enrega de Infraestructura del 7-Nv-2014. 
 
Las obligaciones de Mantenimiento del PR 59+110, RN 6003, se encuentra estipuladas en la 
sección “3.3.1 Operación de la Vía durante la Etapa Preoperativa” del Apéndice Técnico 2  del 
Contrato (Condiciones para la Operación y Mantenimiento), donde se solicita una serie de niveles 
de servicio minimos a cumplir por parte del Concesionario. 
 
En el PR 59+110, RN 6003 no se encuentra dentro de las obligaciones de Construcción descritas 
en el numeral “2.5 Alcance de las Unidades Funcionales” del Apéndice Técnico 1 del Contrato 
(Alcance del Proyecto). 
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Obligación Estipulado en el Contrato 

Señalización 

 
Las obligaciones sobre señalización para el caso del PR 59+110, RN 6003, para el 7-Jl-2018, 
estas contenidas en los siguientes apartes del Contrato: 
 

• Nivel de Servicio “Señalziación Vertical” con identificador E11, con concepto de medición 
“Posición, legibilidad de la señal”, de la “Tabla 1 – Niveles de Servicio para Etapa 
Preoperativa” del Apéndice Técnico 2 del Contrato (Condiciones para la Operación y 
Mantenimiento). 
 

• Sección “6.3.2 Señalización Vertical y Señalziación Horizontal” del Apéndice Técnico 2 del 
Contrato (Condiciones para la Operación y Mantenimiento), teniendo en cuenta el condicional 
establecido en el numeral “3.3.1 Operación de la Vía durante la Etapa Preoperativa”, del 
mismo apendice, que establece: 
 

“Cuando a lo largo de este documento se haga referencia a las obligaciones de resultado 
del Concesionario contenidas en el Apéndice Técnico 4, debe entenderse que tales 
obligaciones son aplicables para cada Unidad Funcional con posterioridad a la suscripción 
de la correspondiente Acta de Terminación de Unidad Funcional. Como consecuencia de 
lo anterior, las obligaciones de resultado en materia de Operación y Nivel de servicio que 
le son exigibles al Concesionario durante la Etapa Preoperativa serán las indicadas en la 
Tabla 1 - Niveles de Servicio para Etapa Preoperativa, y por lo tanto, las referencias al 
Anexo 4 debe entenderse efectuadas a la Tabla 1 de este Apéndice para la Etapa 
Preoperativa.” 

Iluminación 

 
En la sección “6.3.4 Iluminación” del Apéndice Técnico 2 del Contrato (Condiciones para la 
Operación y Mantenimiento), teniendo en cuenta el condicional establecido en el numeral “3.3.1 
Operación de la Vía durante la Etapa Preoperativa”, del mismo apendice citado en la fila anterior 
de esta tabla. 
 
Para el caso partocular del PR 59+110, RN 6003, en el Acta de Entrega de Infraestructura del 7-
Nv-2014, no se realizó entrega de infraestructura de iluminación del INVIAS a la ANI y esta a su 
vez al Concesionario, por lo que en el sitio no se posee infraestructura de iluminhación. 

Seguridad Vial 

 
Sobre Seguridad Vial, el Contrato contempla los soguientes apartes: 
 

• En la sección “3.3.7 Seguridad Vial” del del Apéndice Técnico 2 del Contrato (Condiciones para 
la Operación y Mantenimiento), teniendo en cuenta el condicional establecido en el numeral 
“3.3.1 Operación de la Vía durante la Etapa Preoperativa”, del mismo apendice citado en una  
fila anterior de esta tabla. 
 

• En la sección “5.3 SEGURIDAD VIAL” del Apéndice Técnico 3 del Contrato (Especificaciones 
Generales). 
 

• En la sección “6.1 Sistema de gestión de la seguridad vial” del Apéndice Técnico 3 del Contrato 
(Especificaciones Generales). 

 
 
Por la naturaleza legal del contrato de concesión es claro que se encuentra en 
cabeza del concesionario, entre otras obligaciones, la de atención de accidentes y 
emergencias, aspectos sobre los cuales la entidad estatal concedente no tiene 
incidencia alguna, por varias razones, una de ellas, porque el concesionario es 
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plenamente autónomo en la ejecución de dichas actividades y en el cumplimiento 
mismo del contrato. 
 
Así mismo, el objeto, naturaleza jurídica y funciones de la ANI, no tienen el alcance 
para que desarrolle por sí misma o bajo su responsabilidad dichas actividades y, 
finalmente, debido al alcance del contrato de concesión es improcedente pretender 
atribuirle responsabilidad a la ANI, pues ésta a través de la concesión, le entregó 
transitoriamente al concesionario la posesión de la infraestructura concesionada 
para que este desarrolle por su propia cuenta y riesgo el contrato.  
 
En las obligaciones señaladas en el mencionado contrato de concesión, se 
establece que el concesionario es el responsable de las acciones tendientes al cabal 
cumplimiento del contrato, todo lo cual realiza en su propio y exclusivo nombre y por 
su propia cuenta y riesgo, sin que la entidad contratante, adquiera responsabilidad 
alguna por dichos actos, por daños o perjuicios que causen los mismos, pues la ANI 
no es la ejecutora material de dicho proyecto vial, ni el concesionario desarrolla tales 
actividades en nombre de esta entidad.  
 
Esta particularidad tiene connotaciones trascendentales en lo referente a la 
responsabilidad extracontractual y en las obligaciones que se generan con su 
suscripción, ya que la distribución del riesgo es muy diferente al común de los 
contratos, en virtud a que por su naturaleza el concesionario tiene plena autonomía 
e independencia en su ejecución y operación. 
 
En lo que respecta al deber de vigilancia y supervisión, es preciso advertir que la 
Agencia Nacional de Infraestructura cumple con sus deberes contractuales de 
dirección, control y vigilancia, a través de la interventoría, mediante la cual se realiza 
el ejercicio de supervisión que el concedente debe ejercer sobre el concesionario 
en los aspectos, material, técnico, financiero y jurídico.  
 
Por lo tanto, no es posible concluir que esta Agencia tenga la obligación de ejecutar 
las obras, pues se perdería el objeto mismo del contrato de concesión. Sobre la 
materia, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en concepto de 
fecha 9 de febrero de 2006 estableció:  
 

“La supervisión del objeto tiene cuatro aspectos: el material, esto es, la realización 
física de la obra; el técnico, es decir, que se cumplen las especificaciones según el 
diseño; el financiero, o sea, saber en qué se invierten los dineros presupuestados; 
y el jurídico, esto es, que se desarrolla según la ley.”  
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En esta medida, los presuntos daños que se puedan generar en desarrollo de la 
ejecución del contrato de concesión están asignados contractualmente al contratista 
concesionario, pues se prevé que el desarrollo del proyecto vial responde a la 
actividad exclusiva material del particular contratista. La entidad pública concedente 
no participa activamente en la construcción ni operación del proyecto, por lo que 
materialmente no realiza las labores de obra, ni tampoco de mantenimiento ni 
señalización de la vía y mucho menos la atención a accidentes y emergencias. 
 
Así las cosas, el Despacho Judicial no puede perder de vista el pacto expreso 
contractual que constituye ley para las partes actualmente vigente, que asigna la 
responsabilidad obligacional al concesionario y que en forma alguna puede ser 
obviado por la autoridad judicial, cuando contractualmente se pactó y asumió una 
responsabilidad exclusiva. 
 
 

VI. RESPECTO DE LAS EXCEPCIONES  
 
De conformidad con lo dispuesto en la normativa procesal vigente, formulo las 
siguientes excepciones: 
 

1. Falta de legitimación en la causa por pasiva de la ANI 
 

La legitimación es considerada como la potestad que tiene un sujeto jurídico para 
afirmar e invocar ser el titular de un derecho subjetivo material e imputar la 
obligación a otro.  
 
Bajo el entendimiento de este presupuesto, la doctrina nacional y jurisprudencia han 
establecido que la legitimación en la causa se estructura bajo dos contenidos: a) la 
legitimación de hecho, entendida como la imputación básica que el demandante 
hace de considerarse en derecho al reconocimiento de las pretensiones 
demandadas y la imputación de obligación al sujeto demandado; y b) la legitimación 
material, que consiste en la demostración fáctica de que el demandante cuenta con 
interés concreto de solicitar las pretensiones y que en efecto el sujeto demandado 
tiene la virtualidad de comprometerse a responder por lo pedido.  
 
Sobre la figura de la legitimación en la causa, el Consejo de Estado en sentencia 
del 31 de octubre de 2007, expediente 13.503, concluyó:  
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“2.3.1. La legitimación en la causa en la jurisprudencia del Consejo de Estado. 
 
“Sea lo primero advertir, en relación con la naturaleza jurídica de la noción de 
legitimación en la causa, que ésta, en los procesos ordinarios y según lo ha señalado 
la Sala, no es constitutiva de excepción de fondo sino que se trata de un presupuesto 
necesario para proferir sentencia de mérito favorable ora a las pretensiones del 
demandante, bien a las excepciones propuestas por el demandado. 

 
“Adicionalmente, se ha diferenciado entre la legitimación de hecho y la legitimación 
material en la causa5. La primera se refiere a la relación procesal que se establece 
entre el demandante y el demandado por intermedio de la pretensión procesal, es 
decir, se trata de una relación jurídica nacida de la atribución de una conducta en la 
demanda y de la notificación del libelo inicial al demandado, de manera que quien 
cita a otro y le endilga la conducta, actuación u omisión que dan lugar a que se incoe 
la acción, está legitimado de hecho por activa y aquél a quien se cita y se le atribuye 
la referida acción u omisión, resulta legitimado de hecho y por pasiva, después de la 
notificación del auto admisorio de la demanda.  

 
“Por su parte, la legitimación material en la causa alude a la participación real de las 
personas en el hecho que origina la presentación de la demanda, 
independientemente de que dichas personas no hayan demandado o que hayan 
sido demandadas. De ahí que la falta de legitimación material en la causa, por activa 
o por pasiva, no enerve la pretensión procesal en su contenido, como sí lo hace una 
excepción de fondo, pues, como lo ha precisado la Sala,   

 
«[L]a excepción de fondo se caracteriza por la potencialidad que tiene, si se 
prueba el hecho modificativo o extintivo de la pretensión procesal  que 
propone el demandado o advierte el juzgador (art. 164 C.C.A) para extinguir 
parcial o totalmente la súplica procesal.  

 
La excepción de fondo supone, en principio, el previo derecho del 
demandante que a posteriori se recorta por un hecho nuevo y probado 

⎯modificativo o extintivo del derecho constitutivo del demandante⎯ 
que tumba la prosperidad total o parcial de la pretensión, como ya se dijo. 

 

 
5 Ver, por ejemplo, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera 
sentencia de 15 de junio de 2000; Consejera Ponente: María Elena Giraldo Gómez;  expediente No. 
10.171; Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del 
veintiocho (28) de abril de dos mil cinco (2005), Consejero ponente: Germán Rodríguez Villamizar, 
Radicación número: 66001-23-31-000-1996-03266-01(14178). 
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La legitimación material en la causa activa y pasiva, es una condición anterior 
y necesaria, entre otras, para dictar sentencia de mérito favorable, al 
demandante o al demandado» (negrillas en el texto original, subrayas fuera 
de él)6. (…)7. 

 
La legitimación en la causa por activa, entendida como de hecho y material, 
presupuesto para solicitar el amparo de un derecho sustancial, debe ser probada 
claramente por la parte que solicita la protección y decisión judicial, es decir que la 
carga probatoria de quien acciona inicia en la demostración del derecho que le 
asiste para poder accionar, es decir, de su calidad sustancial soporte de un 
pronunciamiento de la Administración de Justicia, al igual que en la determinación 
clara del sujeto jurídico que virtualmente deberá responder por sus solicitudes 
indemnizatorias. 
 
De la lectura de la demanda se entiende que la parte demandante pretende que se 
le indemnice por los perjuicios ocasionados en un incendio ocurrido el 21 de 
diciembre de 2022 cuando el vehículo de placas SNU-701 presentó un problema 
mecánico con el turbo lo que generó una explosión y de manera inmediata una 
conflagración. 
 
Si bien es cierto que los hechos ocurrieron dentro del tramo de vía existente 
entregado para la operación y mantenimiento al concesionario vial del proyecto 
Pacifico 1, se debe reiterar que conforme las funciones y objeto de la Agencia 
Nacional de Infraestructura conforme lo establecido en el Decreto 4165 de 2011, la 
entidad se encarga de la administración de los contratos de concesión mediante los 
cuales el concesionario obtiene una remuneración por la materialización de unos 
proyectos de infraestructura, siendo este último el ejecutor directo de tales 
proyectos, además quien los mantiene y rehabilita. En este orden de ideas, esta 
entidad no es el sujeto pasivo de dichas pretensiones, toda vez que no cuenta 
dentro de sus competencias y funciones las que la ley señaló a otras autoridades. 
 
De otra parte, nótese que en la cláusula 12.7 del referido contrato de concesión se 
estableció la obligación para el concesionario de constituir una póliza o amparo de 

 
6 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del veinte 
(20) de septiembre de dos mil uno (2001); Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez; 
Radicación: 10973. 
7 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia del quince 
(15) de junio de dos mil (2000); Consejera ponente: María Elena Giraldo Gómez; Radicación número: 
10171. 
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responsabilidad civil extracontractual que cubrirá la responsabilidad civil del 
concesionario por sus acciones u omisiones, así como la de sus agentes, 
contratistas y/o subcontratistas, derivadas de daño y/o perjuicios causados a 
propiedades, a la vida o integridad personal de terceros.  
 
De lo todo lo anterior, se infiere claramente que no existe ninguna relación de tipo 
legal, reglamentaria y/o contractual frente a lo planteado por la parte demandante 
en sus hechos en relación con esta Agencia, vale reiterar, respecto de la imputación 
general, por lo que se configura la excepción de falta de legitimación en la causa 
por pasiva que solicito al Despacho Judicial declarar. 
 

2. Excepción Genérica 
 
Solicito al respetable Despacho, declarar de oficio la prosperidad de cualquier otra 
excepción que resulte probada durante el transcurso del presente proceso. 
 
 

VII. RESPECTO DE LOS ARGUMENTOS DE DEFENSA 
 

1. Falta de acreditación de la supuesta falla del servicio imputable a la ANI.  
 
La Constitución Política consagra la Cláusula General de responsabilidad del 
Estado en los siguientes términos: 
 

“Articulo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que 
le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”.  

 
En desarrollo de este precepto constitucional, la jurisprudencia ha sido consistente 
en requerir la prueba de los dos elementos de la responsabilidad al Estado: el daño 
y la imputación. En efecto, en sentencia del 9 de mayo de 2011 en el expediente 
19.829, la Sección Tercera del Consejo de Estado, afirmó:  
 

“Así las cosas, para la Sala el mínimo esfuerzo que corría a cargo de la parte actora 
consistía en establecer el vínculo fáctico o material entre la participación de la 
entidad demandada y el daño antijurídico, es decir, se aprecia una falta de diligencia 
y acuciosidad probatoria, como quiera que el artículo 177 del C.P.C. impone al 
demandante la acreditación de los supuestos de hecho en que fundamenta sus 
pretensiones, circunstancia que en el caso concreto no acaeció, ya que existe 
absoluta incertidumbre sobre el devenir de los acontecimientos (…) En 
consecuencia, dadas las falencias probatorias que circundan la controversia la Sala 
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queda relevada de analizar el título jurídico aplicable en este tipo de situaciones, ya 
que la más elemental exigencia era establecer el vínculo existente entre el daño 
antijurídico y el comportamiento de la entidad demandada, lo que no ocurrió en el 
sub lite.” 

  
Siguiendo el soporte fáctico de la demanda y las imputaciones concretas dirigidas 
en contra de los demandados, conviene analizar la presente acción bajo el título de 
imputación general de la falla del servicio. 
 
La falla del servicio como título jurídico de imputación general de responsabilidad, 
es entendida como el incumplimiento de un deber jurídico a cargo del Estado. La 
teoría la define como la conducta positiva o negativa consistente en la falta de 
prestación o prestación ineficiente, irregular o tardía de un servicio público 
materializada en situaciones fácticas que suponen a la vez la afectación negativa 
de un interés jurídico protegido. 
 
La responsabilidad estatal se sujeta en concreto a la demostración del daño y la 
imputación de éste al Estado a través de un título de imputación como puede ser el 
de falla en el servicio. Sin embargo, es obligatorio acreditar que el servicio funcionó 
mal, no funcionó o fue inoportuno y que por una de estas circunstancias se produjo 
el daño, de ahí que no pueda alegarse cualquier falta u omisión, sino aquella que 
haya sido determinante para la producción del daño. 
 
En esta medida, corresponde a la parte actora determinar y probar la falla 
administrativa alegada, comprobando una omisión o un actuar negligente de la 
Administración Pública. Así lo ha indicado el Consejo de Estado en providencia del 
28 de abril de 2005, expediente 15445 que concluyó: 
 

“El tema de la prueba de la conducta bajo el título jurídico de falla del servicio se 
enfoca en la acreditación de la existencia de un deber para la Administración en las 
circunstancias concretas debatidas y en la desatención de ese deber, con motivo de 
una conducta de acción o de omisión del demandado”.  

 
La parte demandante tiene la obligación de probar ante el juez las obligaciones que 
atribuye al demandado y que a su vez constituyen un derecho en favor de aquél, es 
decir, no se trata de probar precisamente las obligaciones, sino los hechos en virtud 
de los cuales alega el derecho, en atención a la máxima jurídica ius ex facto oritur: 
el derecho alegado debe nacer de los hechos.  
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En este sentido, el Código Civil en su artículo 1757, recoge exactamente lo anterior, 
en los siguientes términos: 
 

“Artículo 1757. Persona con la carga de la prueba. Incumbe probar las obligaciones 
o su extinción al que alega aquéllas o ésta”.  

 
Igualmente, el Código General del Proceso prevé con el mismo propósito:  
 

“Artículo 167. Carga de la prueba. Incumbe a las partes probar el supuesto de hecho 
de las normas que consagran el efecto jurídico que ellas persiguen”.  

 
Frente a la carga de la prueba en casos de posibles fallas en el servicio, debe 
decirse que actualmente hay consenso en la jurisprudencia en que el título de 
imputación subjetivo de falla en el servicio requiere que la falla sea probada, es 
decir, no debe entrar a presumirse, máxime cuando la carga de la prueba se 
encuentra regulada por el citado artículo 167 ídem, y no existe presunción legal al 
respecto.  
 
Sobre el particular, el Consejo de Estado ha señalado:  
 

“La referida norma legal que desarrolla el tradicional aforismo de acuerdo con el cual 
quien afirma un hecho debe probarlo: "incumbit probatio qui dicit non qui negat". Ello 
se traduce, en los procesos que cursan ante el juez de lo Contencioso 
Administrativo, en que quién pretende determinado efecto jurídico debe 
acreditar los supuestos de hecho de las normas en que se ampara, luego, en 
general, corresponde la carga de la prueba de los hechos que sustentan sus 
pretensiones, en principio, al demandante, al paso que concierne al demandado 
demostrar los sucesos fácticos en los cuales basa sus excepciones o su estrategia 
de defensa. Si aquel no cumple con el onus probandi, la consecuencia que habrá 
de asumir será la desestimación, en la sentencia, de su causa petendi, si es éste, 
en cambio, quien no satisface la exigencia probatoria en punto de los supuestos 
fácticos de las normas cuya aplicación conduciría a la estimación de sus 
excepciones o de los argumentos de su defensa, deberá asumir, consiguientemente, 
un fallo adverso a sus intereses.  
 
Los planteamientos expuestos son, entonces, los que han de ilustrar el proceder del 
Juez ante la falta o la insuficiencia de los elementos demostrativos de los hechos 
que constituyen el thema probandum del proceso -es decir, aquellos respecto de los 
cuales se predica la necesidad de su demostración-, pues la autoridad judicial, en 
cualquier caso, no puede declinar su responsabilidad de resolver el fondo del 
asunto, de suerte que las anotadas reglas de la carga de la prueba indicarán si 
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procede despachar favorablemente las pretensiones del actor o, por el contrario, si 
lo que se impone es acceder a la oposición formulada por la parte demandante”.8  

 
En este orden, no existe prueba alguna que acredite los supuestos de hecho 
invocados con la demanda de los que se pueda derivar responsabilidad para mi 
representada, por cuanto no existe prueba del comportamiento activo o pasivo de 
la Agencia Nacional de Infraestructura que hubiera causado los perjuicios alegados 
por la parte demandante.  
 
Señalan los demandantes que el daño padecido se configuró en razón a la omisión 
en el servicio de atención del incendio de un vehículo en la vía, no obstante, no 
demuestra siquiera sumariamente la acción u omisión constitutiva de una falla de la 
administración, puesto que no existe argumentación fáctica ni jurídica que soporte 
la supuesta responsabilidad imputable a esta Agencia. 
 
Se insiste en que la parte demandante no comprueba una falta de actuación de esta 
entidad, que como se expresó, según el contenido del contrato de concesión y la 
imputación general, no cuenta con la obligación de atención de incidentes y 
emergencias en la vía concesionada, pues se reitera, la ANI se encarga es de la 
administración del contrato de concesión mediante los cuales el concesionario 
obtiene una remuneración por la materialización de unos proyectos de 
infraestructura, siendo este último el ejecutor directo de tales proyectos, además 
quien los mantiene y rehabilita. 
 
En este sentido, no existe prueba alguna que acredite los supuestos de hecho 
invocados con la solicitud de conciliación de los que se pueda derivar 
responsabilidad para la Agencia, por cuanto no se acreditó que de su 
comportamiento activo o pasivo se hubieran causado los perjuicios alegados por la 
parte demandante. 
 
Es importante reiterar que no se puede endilgar al Estado una responsabilidad por 
una actuación que no le es imputable, máxime si no existe prueba alguna que 
acredite que ha actuado por fuera del ordenamiento legal o contractual. 
 
 
 

 
8 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 4 de febrero de 2010, expediente 17.720. 
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2. La emergencia fue atendida oportunamente lo que demuestra que el 
concesionario cumplió con sus obligaciones contractuales.  

 
Conforme se evidencia del registro fotográfico allegado por el concesionario, este 
cumplió con su obligación contractual de atención de emergencias de la vía en 
mención. En efecto, según lo informado por la interventoría y el concesionario, así 
como de las fotografías del lugar de los hechos, se advierte que se desplegaron las 
acciones adecuadas para atender el incendio del automotor, como el vehículo de 
vigilancia con personal capacitado en primeros auxilios y el despliegue de control 
de tráfico para atender adecuadamente el incidente.  
 
En el documento allegado por la interventoría anexo al presente escrito denominado 
“Niveles de servicio para etapa preoperativa tiempo de atención de incidentes 
diciembre de 2022”, se evidencia la atención por parte del inspector vial con un 
tiempo de un (1) minuto y el servicio de la grúa pluma con un tiempo de dieciocho 
(18) minutos, cumpliendo así con los tiempos de respuesta estipulados en el 
contrato de concesión.  
 
En ese orden, no es cierto lo afirmado por la parte demandante quien de forma 
engañosa pretende imputar una supuesta falta de atención oportuna del incendio, 
toda vez que conforme lo estipulado en el contrato de concesión los tiempos de 
atención fueron los adecuados aunado a que el servicio prestado cumplió con los 
parámetros contractuales.  
 
Esta Agencia reitera que el deber de vigilancia y supervisión respecto del contrato 
de concesión se cumple a cabalidad mediante la celebración y ejecución del 
contrato de interventoría, mediante el cual se realiza el ejercicio de supervisión que 
el concedente debe ejercer sobre el concesionario en los aspectos, material, 
técnico, financiero y jurídico, sin que esto signifique que la ANI tenga la obligación 
de ejecutar las obras, pues se perdería el objeto mismo del contrato de concesión. 
 
De lo expuesto se advierte que el daño no puede ser imputado con fundamento en 
un supuesto incumplimiento del contrato de concesión, aunado a que según lo 
acreditado en el proceso, la causa generadora del daño fue una falla mecánica.   
 
Esta Agencia resalta que la parte demandante acepta y confiesa en el relato de sus 
hechos que el vehículo presentó una falla mecánica que generó un incendio de gran 
magnitud de forma rápida e inmediata que ni siquiera fue posible controlar con el 
equipo de carretera (extintor) que llevaba el conductor. 
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Respecto a la importancia de establecer la causa determinante para la producción 
del daño, el Consejo de Estado ha concluido que no todas las acciones que 
anteceden a la producción del daño son causas de este y que lo relevante es 
identificar cuál acción fue la causa determinante, principal y eficiente del hecho 
dañoso.9  
 
En ese sentido, es preciso identificar como causa jurídica del daño sólo aquélla que 
contribuye a su producción, que para el presente caso, corresponde a la falta de 
mantenimiento del vehículo que debido a una falla mecánica generó el incendio y 
los perjuicios que ahora pretenden ser indemnizados.  
 
 

3. De la conducción de vehículos como actividad peligrosa. 
 
La jurisprudencia constitucional, así como la de lo contencioso administrativo tienen 
por establecido que la actividad de conducir vehículos automotores es una actividad 
peligrosa “que coloca per se a la comunidad ante inminente peligro de recibir 
lesión”10. 
 
La actividad peligrosa la Corte Suprema de Justicia la ha entendido como “aquélla 
que aunque lícita es de las que implican riesgos de tal naturaleza que hacen 
inminente la ocurrencia de daños”11. 
 
Por lo anterior, en el desarrollo de la actividad peligrosa de conducción de vehículos, 
los conductores tienen la obligación de respetar las señales de tránsito que los 
obligan a transitar con máxima prudencia por las vías del país. Al respecto debe 
señalarse que el artículo 55 del Código Nacional de Tránsito preceptúa:  
 

 
9 “Es importante resaltar que no todas las acciones que anteceden a la producción del daño son 
causas directas del mismo, como se plantea en la teoría de la equivalencia de las condiciones, es 
un sin sentido otorgarle igual importancia a cada hecho previo a su producción , lo relevante es 
identificar cuál acción fue la causa determinante, principal y eficiente del hecho dañoso, de lo 
contrario, se llegaría al absurdo de que la consecuencia o daño, sería la sumatoria de todos los 
antecedentes, haciendo un retorno al infinito.” Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 
25 de abril de 2012, expediente 22.981. 
10 Al respecto ver sentencia T-609 de 2014. 
11 Sobre el particular, ver sentencia del 3 de noviembre de 2011 de la Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Civil. Referencia: 73449-3103-001-2000-00001-01.  
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“ARTÍCULO 55. COMPORTAMIENTO DEL CONDUCTOR, PASAJERO O 
PEATÓN. Toda persona que tome parte en el tránsito como conductor, pasajero o 
peatón, debe comportarse en forma que no obstaculice, perjudique o ponga en 
riesgo a las demás y debe conocer y cumplir las normas y señales de tránsito que 
le sean aplicables, así como obedecer las indicaciones que les den las autoridades 
de tránsito”  

 
Igualmente, es importante precisar que las leyes de la experiencia permiten inferir 
que el tránsito de automotores sobre cualquier vía debe ser precavido, comoquiera 
que la conducción de un vehículo por sí misma implica la existencia o generación 
de cierto riesgo y es considerada como una actividad peligrosa. Sobre el particular 
el Consejo de Estado ha señalado:  
 

“Son imprevisibles e irresistibles todas las consecuencias dañosas que atendidas 
las circunstancias concretas del hecho, el demandado no haya podido evitar, a pesar 
de haber tomado todas las medidas preventivas que se precisen según la actividad, 
o haya ejercido en el acto los medios defensivos a su alcance.  

 
Cuando concurren la actividad peligrosa y el hecho de un tercero, el que ejerce 
aquella actividad deberá responder siempre que la misma sea causa eficiente en su 
producción pero no cuando sólo sea causa pasiva. La actividad peligrosa es causa 
concurrente del daño cuando este se produce como consecuencia del riesgo 
inherente a la misma actividad. Así, en la conducción de vehículos automotores 
serán causas del daño todas aquellas situaciones que se presenten como resultado 
del vicio interno de la cosa o actividad peligrosa; por ejemplo, si un vehículo pierde 
una llanta durante el desplazamiento, o explota el tanque de gasolina por 
recalentamiento; pero no lo será cuando la causa se ajena al mismo, por no tener 
ninguna incidencia la peligrosidad intrínseca de la cosa o el ejercicio de la actividad 
en el daño, v.gr. cuando el vehículo está estacionado en lugar adecuado y con 
observancia de todas las disposiciones reglamentarias respectivas, no responderá 
el guardián del bien ni quien ejerce la actividad, sino el del vehículo que colisiona 
contra él, a menos que atendidas las circunstancias concretas hubiera resultado 
previsible o evitable el accidente para aquéllos, caso en el cual ambos deberán 
responder.”  

 
Ahora bien, en relación con la obligación de los conductores de mantener los 
vehículos automotores que transiten por las vías del país en óptimas condiciones 
de seguridad, el artículo 50 de la Ley 769 de 2002, establece lo siguiente:  
 

“Por razones de seguridad vial y de protección al ambiente, el propietario o tenedor 
del vehículo de placas nacionales o extranjeras, que transite por el territorio 
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nacional, tendrá la obligación de mantenerlo en óptimas condiciones mecánicas, 
ambientales y de seguridad.” 

 
Adicional a lo anterior, es obligatorio para los vehículos automotores someterse 
anualmente a una revisión técnico-mecánica y de emisiones contaminantes en los 
términos del artículo 51 de la mencionada ley, así:  
 

“Salvo lo dispuesto en el artículo siguiente, todos los vehículos automotores, 
deben someterse anualmente a revisión técnico-mecánica y de emisiones 
contaminantes. 
 
La revisión estará destinada a verificar: 
 
f. El adecuado estado de Ia carrocería. 
 
g. Niveles de emisión de gases y elementos contaminantes acordes con Ia 
legislación vigente sobre Ia materia. 
 
h. El buen funcionamiento del sistema mecánico. 
 
i. Funcionamiento adecuado del sistema eléctrico y del conjunto óptico. 
 
j. Eficiencia del sistema de combustión interno. 
 
k. Elementos de seguridad. 
 
l. Buen estado del sistema de frenos constatando, especialmente, en el caso en 
que este opere con aire, que no emita señales acústicas por encima de los niveles 
permitidos. 
 
m. Las llantas del vehículo. 
 
n. Del funcionamiento de los sistemas y elementos de emergencia. 
 
o. Del buen funcionamiento de los dispositivos utilizados para el cobro en Ia 
prestación del servicio público.” 

 
De lo transcrito se advierte que es obligación de los propietarios y/o tenedores de 
vehículos mantenerlos en condiciones mecánicas y ambientales óptimas que 
garanticen la seguridad no sólo de quien los conduce y sus pasajeros sino de todos 
los usuarios de las vías del país.  
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En criterio de esta Agencia, es obligatorio para los usuarios de los corredores viales 
tomar las precauciones necesarias que les permitan transitar con sus vehículos de 
forma segura, por lo que mantenerlos en buen estado de mantenimiento con la 
revisión técnico mecánica al día no es opcional y debe ser acatado con total 
rigurosidad. 
 
En este orden, no puede pretenderse que el Estado, en este caso, la Agencia 
Nacional de Infraestructura, responda por la totalidad de los accidentes presentados 
en la vía si los usuarios de esta no toman las medidas de precaución necesarias 
para prevenir los riesgos al ejercer una actividad peligrosa como lo es la conducción 
de automotores. Al respecto, la Corte Constitucional, ha indicado:  
 

“… el Estado no dispone de los recursos e instrumentos necesarios para poder 
eliminar las fuentes de amenaza, etc. En conclusión, las personas no pueden 
esperar del Estado que les brinde una seguridad total contra los peligros que supone 
la vida en sociedad, sin perjuicio de que se adopten las medidas apropiadas para 
enfrentarlo, del mejor modo posible. (...)”.12 

 
 

4. Eximente de responsabilidad de culpa de la víctima.  
 
En el presente caso se encuentra configuradas la eximente de responsabilidad 
denominada “culpa exclusiva de la víctima toda vez que fue el actuar imprudente 
del conductor o tenedor del vehículo incendiado lo que generó el supuesto daño.  
 
En efecto, de los hechos descritos en la demanda y que se entienden como 
aceptados por la parte demandante, se advierte que el vehículo presentó una falla 
mecánica que generó un incendio de gran magnitud de forma rápida e inmediata. 
 
Asimismo, en la demanda se acepta que el conductor intentó controlar el fuego pero 
que al iniciarse de forma intempestiva y con una dimensión tan considerable no le 
fue posible, tan es así, que sólo alcanzó a salir del vehículo y ni siquiera pudo 
recoger sus pertenencias.  
 
Aunado a lo anterior, la parte demandante acepta y confiesa que el incendio se inició 
debido a una falla mecánica del vehículo, circunstancia que evidentemente no es 

 
12 Sentencia correspondiente al Expediente T-909793. 
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imputable al Estado pues sería absurdo que la Administración tuviera que responder 
por la actuaciones imprudentes y negligentes de los conductores quienes tienen la 
obligación de mantener sus automotores en condiciones mecánicas y ambientales 
óptimas que no pongan en riesgo su vida e integridad ni la de los demás.  
 
Al respecto debe señalarse que el artículo 55 del Código Nacional de Tránsito 
preceptúa:  
 

“ARTÍCULO 55. COMPORTAMIENTO DEL CONDUCTOR, PASAJERO O 
PEATÓN. Toda persona que tome parte en el tránsito como conductor, pasajero o 
peatón, debe comportarse en forma que no obstaculice, perjudique o ponga en 
riesgo a las demás y debe conocer y cumplir las normas y señales de tránsito que 
le sean aplicables, así como obedecer las indicaciones que les den las autoridades 
de tránsito”  

 
Igualmente, es importante reiterar que las leyes de la experiencia permiten inferir 
que el tránsito de automotores sobre cualquier vía debe ser precavido, comoquiera 
que la conducción de un vehículo por sí misma implica la existencia o generación 
de cierto riesgo y es considerada como una actividad peligrosa. 
 
En ese sentido, es posible concluir que el conductor del vehículo no adoptó las 
medidas de seguridad para el tránsito vehicular que le hubiere advertido de la falla 
mecánica y que probablemente hubiere evitado el incendio al que se refieren en los 
hechos de la demanda.  
 
Respecto a la causal eximente de responsabilidad, la jurisprudencia del Consejo de 
Estado ha señalado que en el supuesto en que se encuentre debidamente 
acreditada, se hace imposible imputar el daño, desde el punto de vista jurídico, a 
las entidades demandadas.13 
 
En consecuencia, conforme lo expuesto y debidamente acreditado, se entiende 
configurada la eximente de responsabilidad de culpa exclusiva de la víctima y/o del  
hecho de un tercero en el presente asunto, toda vez que fue el actuar imprudente 

 
13 “Las tradicionalmente denominadas causales eximentes de responsabilidad –fuerza mayor, caso 
fortuito, hecho exclusivo y determinante de un tercero o de la víctima- constituyen diversos eventos 
que dan lugar a que devenga jurídicamente imposible imputar, desde el punto de vista jurídico la 
responsabilidad por los daños cuya causación da lugar a la iniciación del litigio, a la persona o entidad 
que obra como demandada dentro del mismo.” Sentencia del Consejo de Estado, Sección Tercera, 
Subsección C del 11 de agosto de 2010, expediente: 18.886. 
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del conductor del vehículo lo que causó el supuesto daño y por lo tanto, no le es 
imputable a las entidades demandadas. 
 
 

5. Inexistencia de solidaridad frente a las conductas de los particulares.  
 

Debe advertirse en este punto que la Ley 1437 de 2011, CPACA, en su artículo 140 
que define el medio de control de reparación directa, presenta una regulación 
particular frente a la responsabilidad estatal, cuando concurre un sujeto particular o 
privado. En efecto, en el inciso final de la normatividad invocada se indica 
expresamente lo siguiente:  
 

“En todos los casos en los que en la causación del daño estén involucrados 
particulares y entidades públicas, en la sentencia se determinará la proporción por 
la cual debe responder cada una de ellas, teniendo en cuenta la influencia causal 
del hecho o la omisión en la ocurrencia del daño”.  

 
Conforme la normativa anterior, en los eventos en los que el daño es causado por 
un particular y concurre también una entidad estatal, es indispensable que el juez 
administrativo diferencie la proporción de condena, con base en la incidencia o 
causación del daño dependiendo de la actividad u omisión del particular–concesión 
y de la administración, sin que pueda pensarse que el Estado deba asumir 
solidariamente la responsabilidad del particular.  
 
Por lo tanto, es del caso señalar que la Agencia Nacional de Infraestructura no 
puede responder por las pretensiones, que, de prosperar, solo incumben al actuar 
omisivo de la concesionaria.  
 
 

VIII. SOLICITUD 
 
De acuerdo con lo expuesto, comedidamente solicito al Despacho, que previo el 
trámite legal correspondiente al proceso referenciado, efectúe las siguientes o 
similares declaraciones y condenas:  
 
Primero. Declarar probada la excepción de falta de legitimación material en la causa 
por pasiva respecto de la Agencia Nacional de Infraestructura.  
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Segundo. Denegar las pretensiones de la demanda, por ausencia o imposibilidad 
de imputación del daño a la Agencia Nacional de Infraestructura.   
 
Tercero. Reconocer personería jurídica como apoderada de la parte demandada 
Agencia Nacional de Infraestructura ANI, a la abajo firmante, conforme el poder que 
se allega con el presente escrito.   
 
 

IX. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 
Invoco como fundamento de derecho la Constitución Política de Colombia, Ley 80 
de 1993, Ley 105 de 1993, Ley 1437 de 2011, Ley 1508 de 2012, Ley 1564 de 2012, 
Conpes 3760 de 2013, Decreto 4165 de 2011, contrato de concesión, contrato de 
interventoría y demás normas concordantes. 
 
 

X. PRUEBAS  
 
 

• Toda la documentación del contrato de concesión puede ser consultada y 
descargada a través del siguiente enlace: 
 
Detalle del proceso: VJ-VE-IP-007-2013 / VJ-VE-IP-LP-007-2013 (contratos.gov.co)  

 

• En cuanto a las generalidades de la ejecución del contrato de concesión, 
estas se pueden consultar en el siguiente enlace: 

 
ANIscopio | Proyectos de Infraestructura Concesionada. 

 

• Asimismo, la documentación relacionada con el contrato de interventoría 
puede ser consultada y descargada en el siguiente enlace: 

 
Detalle del proceso: VJ-VGC-CM-002-2014 (contratos.gov.co) 

 

• Reporte de servicios atendidos por concesionario en diciembre de 2022. 
 

• Reporte interventoría niveles de servicio para etapa preoperativa tiempo de 
atención de incidentes diciembre de 2022.  

https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=13-19-1585051
https://aniscopio.ani.gov.co/reportes/carreteros/proyectoDetalle/3
https://www.contratos.gov.co/consultas/detalleProceso.do?numConstancia=14-15-2586037
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XI. ANEXOS 
 
Comedidamente me permito dejar constancia de la entrega simultánea a este 
escrito de contestación de demanda, de los siguientes documentos: 
 

• Poder y anexos 

• Los documentos señalados como pruebas. 

• Llamamiento en garantía a la concesionaria. 

• Llamamiento en garantía a la aseguradora.  
 

 
XII. NOTIFICACIONES 

 
La suscrita apoderada recibirá notificaciones en la dirección para notificaciones 
judiciales de la entidad buzonjudicial@ani.gov.co y en la cuenta de correo 
electrónico institucional jvega@ani.gov.co  
 
Igualmente, bajo el entendido que la Agencia que represento cuenta con única sede 
en la ciudad de Bogotá D. C. ubicada en la Calle 26 No. 59-51 Edificio T-3 Torre B, 
Piso 6° - Gerencia de Defensa Judicial, autorizo expresamente para que las 
providencias que se profieran y comunicaciones que se libren en el presente asunto, 
sean remitidas a las dos direcciones de correo electrónico ya enunciadas.  
 
Atentamente,  

 
Johana Gisselle Vega Arenas 
C.C. No. 52.454.977 de Bogotá 
T.P. No. 121.444 del C.S.J. 
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